
---------------------------------------- Ensayos --

Arriendos de tierras en la intendencia
de Valladolid de Michoacán, 1787-1803

Iván Franco*

La suspensión de repartimientos en Nueva
España, decretada con la Ordenanza de Inten­
dentes de 1786,1 implicó en ciertas provincias
la parálisis temporal de varias actividades eco­
nómicas vinculadas con importantes ramas de
la agricultura y el comercio del virreinato y sus
regiones. Una de las más afectadas fue el
arriendo de tierras comunitarias "a gente de ra­
zón", actividad cuyo incremento a partir de
1743 representó en Michoacán ingresos adi­
cionales para las limitadas y acosadas arcas o
cajas de comunidad de los pueblos indígenas.2

Esta actividad era para las comunidades una
opción adicional para enfrentar su recurrente
carencia de recursos, situación que se agravó'
con las disposiciones de Gálvez por la rebelión
de 1766-1767 (con la prohibición de elegir a
sus autoridades se había afectado el tributo),

.:. Centro INAH-Yucatán.
, Rea! Ordenanza para el Establecimiento e Instrucción

de Intendentes de Ejército y Provincia en el Reino de la
Nueva España. México, UNA:'vl, 1984, arto 12. pp. 18-20.

"Claude Morin. Michoacán en la Nueva España del si­
glo Xl/TI!. Crecimiento y desigualdad en una eeononda colo­
nia!. México, FCE, pp. 273-274 Y 284. A fines del siglo XVII,
señala este autor, la Corona consideró necesario fijar una
extensión minima de 101 hectáreas llamada "fundo legal"
para las comunidades indígenas. La medida tenía el propó­
sito de asegurar la solvencia y la supervivencia de la unidad
fiscal.

y por la crisis agrícola de 1785-1786.3 Pero fue
también la oportunidad para que algunos par­
ticulares poderosos e influyentes incrementa­
ran sus ingresos o se hicieran de nuevos bienes,
sobre todo propiedades rurales. 4

La situación de los pueblos michoacanos fue
muy difícil en la segunda mitad del siglo XVIII.
Hacia 1792, cerca de la quinta parte de 260
pueblos registrados no gozaba del mínimo le­
gal de 600 varas dictadas en las Leyes de In­
dias; 16 llegaban a 1,200, doce tenían menos de
la mitad legal, y tres no alcanzaban esa cuarta
parte legal. Aun cuando muchas comunidades
tenían a su disposición grandes reservas de
tierras, y alrededor de 40 controlaban pastiza­
les que ocupaban una extensión de 150,000
hectáreas, éstas no encajaban del todo dentro
del esquema de arriendos más socorrido. 5 Los
pueblos deficitarios de terrenos comunales se

:{ Marta Terán, "¡Muera el mal gobierno' Las refonnas
borbónicas en los pueblos michoacanos \" el levantamiento
indígena de 1810", tesis de doctorado en Historia. Centro
de Estudios Históricos-El Colegio de México. México, 1995.
pp. 67-70.

~ Ibidem, pp. 116-119, quien plantea que el an-em\a­
miento en general se institucionalizó como una práctica de
gobierno. y que en el caso específico de bienes y dinero
"quedó bajo la rigurosa administración de los subdelega­
dos. la supervisión del intendente de Valladolid y la aproba­
ción en México de la Junta Superior de la Real Hacienda".

, Claude Morin, op. cit., p. 284.
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encontraban en el triángulo Pátzcuaro-Za­
capu-Cocupao, zona preferida por poderosos e
influyentes hacendados michoacanos, y los ex­
cedentarios en la sierra tarasca.

En este trabajo se analizan las condiciones
que, sustentadas en una política liberal dicta­
da y controlada desde el gobierno, permitieron
que los arriendos de tierras de comunidades
indígenas se incrementaran a partir de 1792
por toda la jurisdicción michoacana en favor de
grupos poderosos; se mencionan, por tanto, las
figuras políticas prominentes que destacaron
en general como arrendadores. Se destaca a
personas que, apuntaladas en su poder econó­
mico y político, no dudaron en establecer plei­
tos legales con las comunidades indígenas con
el objetivo de acrecentar su patrimonio par­
ticular, su poder como hacendados y comer­
ciantes y, desde luego, su poder político en la
intendencia vallisoletana. Desconocemos cómo
finiquitaron la gran mayoría de estos pleitos,
pero los testimonios presentados son muestras
significativas de la agresividad de una política
liberal rentista impulsada desde el nuevo go­
bierno aupado por la Ordenanza de 1786.

Primera etapa, 1787·1791

Las disposiciones de José de Gálvez, después
de la rebelión de 1766-1767 y hasta antes del
año de la Ordenanza (1786), metieron en graves
conflictos económicos a numerosas comunida­
des michoacanas; cambios y reglamentaciones
se impusieron con un objetivo único: incre­
mentar el control de los recursos indígenas a
favor de las arcas reales. Como se sabe, el te­
rritorio de la intendencia de Valladolid de Mi­
choacán lo erigió el capitán Juan Antonio
Riaño entre 1788 y 1791. Tomó como base un
total de diez jurisdicciones (alcaldías y corre­
gimientos) de la provincia mayor de Mi­
choacán.6 La organización de la intendencia,

(i 1ván Franco, La Intendencia de Valladolid de Michoa­
cán: 1786·1809. Reforma administrativa y exacción fiscal
en una región de la Nueva España. México. FCE, p. 104.
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como parte de la reforma general de la adminis­
tración virreinal, fue un proceso complejo que
llevó ala recomposición geográfica y política de
los grupos novohispanos locales respecto a la
nueva organización territorial del poder civil.

La lectura que estos grupos dieron a la con­
figuración de la nueva autoridad política se
reflejó entonces no sólo en la preservación de
sus privilegios económicos y políticos, sino que
en algunos casos les permitió incrementar su
poder e influencia económica en distintos puntos
de la naciente jurisdicción. Muchos no dudaron
en participar como afianzadores de los nuevos
funcionarios reales (subdelegados y funciona­
rios de la Real Hacienda), a cambio de afirmar
relaciones políticas que se desdoblaron en pre­
bendas y privilegios económicos y legales, un
fenómeno que puso en duda los alcances de la
reforma administrativa.

Durante el gobierno del intendente Riaño se
registra una parálisis relativa respecto al arrien­
do de tierras de comunidad. El arriendo abarca­
ba un universo amplio que podía comprender
haciendas, ranchos, estancias, tierrasdesembra­
dura, tierras para pastar, sitios, solares, labo­
res, milpas, etcétera.? Además del factor legal
que mandó suprimir la práctica del reparti­
miento, la secuela de la crisis agrícola de 1785­
1786, y la propia dinámica de la organización
del territorio de la intendencia, influyeron de
forma decisiva para que el proceso de arriendo
no se manifestara abiertamente. Al menos no
de forma notarial ni mediante la vía del con­
flicto jurídico. La incertidumbre y parálisis ju­
rídica causada por la transición de una a otra
forma de gobierno influyó también en este va­
cío de información.

Como sea, la mentalidad del intendente Ria­
ño, marcada por una convicción reformista e
ilustrada -no ajena a una valoración humanista
liberal hacia el indígena-, pudo ser otro factor;
él mismo calificaba de injusto el trato que la po­
blación de peninsulares y criollos pudientes
(incluido el clero) daba a las comunidades indí-

~ Marta Terán, op. cit., p. SO.
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genas. Riaño juzgó en algún momento urgente
"averiguar el uso y destino de los bienes de co­
munidades indígenas".8 Incluso, consciente de
los problemas que causaba la necesidad de
efectuar la milpa entre las comunidades, e ins­
pirado en los artículos 44, 47, 61, 63 Y81 de la
Ordenanza, recomendó que la milpa fuera sus­
tituida por una contribución fija y que se alqui­
laran las tierras comunales excedentes.9 Todo
un proyecto estatal de corte rentista para los
pueblos y comunidades novohispanas que, en
la práctica, estuvo muy lejos de coadyuvar a
mejorar su situación económica y social. Estos
aspectos, así como los roces personales y políti­
cos que enfrentó con grupos poderosos de Va­
lladolid, probablemente influyeron para que
los contratos de arriendos de tierras aparente­
mente escasearan o no se registraran durante
esos años finales de la década de 1780.

Segunda etapa, 1792-1803

No fue hasta 1792 cuando, en coincidencia con
la autorización real de que los repartimientos
podían practicarse, el fenómeno del arriendo
de tierras y ranchos de comunidades reapa­
reció con fuerza dentro de la intendencia. lO

Entonces era gobernada por el militar Felipe
Díaz de Ortega, un funcionario que pactó de
forma más amplia con los grupos poderosos
de la intendencia y los ayuntamientos, y pro­
movió con fuerza la restitución de los repar-

"Archivo General de la Nación (en adelante AGN), His­
toria. vol. 73. fs. 142-408. Entre 1791 y 1793, con motivo
de la guerra contra Francia, 104 comunidades indígenas
de Valladolid de Michoacán aportaron de sus bienes de comu­
nidad un total de 80.000 pesos a la Corona. véase Iván
Franco. op. cit.. p. 243.

~ Claude Morin, op. cit., p. 294. Los artículos 44.47,61,
63 Y81 de la Ordenanza referían explícitamente la necesi­
dad de fomentar cultivos en tierras de comunidades, tanto
de parte de sus habitantes como estimulando a particula·
res que desearan hacerlo en tierras realengas y comunales.
El artículo 61 mandaba estimular la producción de grana o
cochinilla, y el 63 trigo y ganado.

10 Referencias concretas a partir del análisis de los Ex·
tractos de Cuentas en Marta Terán, op. cit., pp. 92-103.

timientos ante "la ausencia de mercaderías de
reparto, la miseria y el colapso económico ... en
la mayoría de los distritos o subdelegaciones".H
Fue en todo caso su actitud orgánica a la pro­
pia política real, pues a su paso por Durango
también había impulsado estas reformas.

Entre 1788 y 1792 en los registros notariales
hablase de que el arriendo de tierras indígenas
por particulares estuvo sensiblemente decaído.
La crisis agrícola de 1785-1788, que trastocó la
economía de la región, pudo ser una más de las
causas. Sin embargo, carecemos de un número
seriado de arriendos de tierras para esa eta­
pa,12 y a reserva de que otras investigaciones
aclaren este punto, es significativo que en un
periodo en que la Corona española entró en
guerra con naciones como Francia e Inglaterra,
la crisis fiscal y económica que le siguió a ésta
"justificó" la liberalización de diversas ramas
económicas;13 en coincidencia, aquellas que la
Ordenanza de intendentes pretendía acabar o
al menos regular desde una óptica racionalista.

[, ..1el sistema de arrendamiento comenzó
a operar cuando en las cabeceras de sub­
delegación y pueblos importantes (y ya se
verá que en otros no tan importantes), en­
tre 1786 y 1790, tanto los indios como sus
vecinos vieron ofrecerse en subasta públi­
ca y al mejor postor los bienes sobrantes.
Con aviso a las autoridades de los pueblos,
fueron definidos bienes sobrantes aquellos
recursos que los indios no estaban traba­
jando directamente para su sustento (los
de común repartimiento), sino que eran... ,
los que acostumbraban rentar para ayu­
darse: ahorrar si se pensaba construir algo,
generar reales con que mantener unas me­
jores fiestas, enfrentar gastos judiciales o

II AGN, Subdelegados, vol. 35, exp. 15.
12 Claude Morin, op. cit., pp. 284 Yss., da pistas para juz­

gar que la etapa crítica de arrendamientos de tierras comu­
nales sólo comprende los años 1787 a 1792.

13 Claude Morin, ibidem, p. 290, señala que, sin duda
bajo presión fiscal, 31 de 93 comunidades de la zona taras­
ca sembraban trigo, solamente cuatro utilizaban riego. y 22
de 25 de la sierra no practicaban este cultivo.
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pagar los tributos. Los indios antes tenían
además ranchos fuera de la administra­
ción de las cajas para que únicamente cu­
brieran los gastos de la iglesia. 14

La situación cambió radicalmente a partir
de 1796. Tierras, como por ejemplo ranchos
pertenecientes a comunidades y particulares
indígenas, entraron a un circuito mercantil di­
námico, relativamente inédito, que la Orde­
nanza dictó arrendar bajo responsabilidad del
subdelegado y la Real Hacienda. 15 Ciertas con­
diciones ecológicas como la cercanía a los mer­
cados urbanos de Valladolid, Pátzcuaro, Zamora,
ya regiones como las de Ario y Tacámbaro, alen­
taban a los hacendados ~ arrendar con el objeti­
vo de acaparar tierras para su patrimonio. 16

Ahora incluso estaban amparados por el poder
real, y esto no pocas veces dio lugar a pleitos le­
gales en que las comunidades indígenas termi­
naron perdiendo tiempo y control -parcial e
incluso total- de sus recursos. 17 Los contratos,
por lo regular, se establecían a siete años y los
montos anuales variaban de una a otra zona
por factores como la calidad de los terrenos, la
abundancia o escasez de agua, entre otros. 18

Los arrendatarios fueron en su mayoría crio­
llos y algunos peninsulares, por lo común re­
sidentes en los lugares en que el contrato de
arriendo se finiquitaba. 19 Los arrendadores fue­
ron comunidades indígenas del centro y sur de la
jurisdicción, las zonas más ricas y feraces de la
intendencia. Destaca, como se verá, la condición
de privilegio de que gozaban algunos integran-

11 Marta Tení.n. Oj]. cit .. pp. 118-119.
l., IbidCI1l. pp. 102. 104. 116 Y ss.
11, Claudo Morin. Oj]. cit .. p. 286.
1; Marta Terún. Oj]. cit .. pp. 118: "Si al ver arrendarse

sus haciendas y ranchos los indios vieron pasar a otras ma­
nos propiedades completas de las que perdieron muchos
derechos marginales de uso. conforme avanzó la organiza­
ción dd arrendamiento se pusieron en subasta al mejor
postor otros recursos que los indios antes poco habían utili­
zado -nunca entera ni intensivamente- como sus montes
~. pastos. El colmo fue efectivamente que las vaquitas de los
pueblos. también pasaron al sistema del arrendamiento".

l' Archivo de Notarias de Morelia (en adelante. AN:VI). li­
bros 174 a 21~t

1'1 Ibidem: Claude Morin. Oj]. cit .. pp. 273-283.
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tes capitulares, en particular miembros del ca­
bildo civil de la capital Valladolid en los años
señalados. Algunos fueron incluso connotados
rentistas de ramos como el tabaco, pólvora, azu­
fre, tributarios y demás, por lo que sin duda no
sólo estaban vinculados con redes de comercian­
tes y hacendados de toda la jurisdicción,20 sino
gozaban de privilegios e influencia política en la
estructura del nuevo gobierno.

Como se observa en la tabla 1, las comuni­
dades de Tacámbaro, Ario, Parácuaro, Tacícua­
ro, Tangancícuaro, Santiago Tangamandapio,
Ucareo, Indaparapeo, Tarecuato y Uruapan 21

destacan dentro de la geografía de la intenden­
cia como zonas de alta (entre siete y doce) y
media (de tres a seis) concentración de arrien­
dos anuales de sus tierras y ranchos de comu­
nidad. Sin embargo, al seguir el concentrado
por subdelegación en la tabla I1, el volumen de
arriendos toma una dimensión más específica.
Se observa enseguida la influencia directa e in­
directa que los particulares influyentes y pode­
rosos ejercieron dentro de la nueva estructura
de poder de la jurisdicción; un hecho que, como
se indicó, podía favorecerlos de manera decisi­
va al momento de entrar en pleito legal con
la(s) comunidad(es) con las que se firmó el res­
pectivo contrato.

Los requerimientos fiscales de la época invo­
lucraron a todos los grupos sociales del Virrei­
nato. Algunas comunidades de subdelegaciones
como Ario, Jiquilpan, Uruapan, Erongarícuaro,
Pátzcuaro, Paracho y Tacámbaro, -que desde
los primeros años de recolección de principios
de 1781 destacaron con "donativos patrióticos"
para financiar las guerras de la Corona-o fue­
ron muy activas en establecer arriendos de tie­
rras para pastoreo y producción de frutos en
estos años. Esto sugiere que la escasez de re­
cursos en sus cajas de comunidad fue, como en
la mayor parte de los casos, un factor de peso

20 ANM. Lista de Testamentos y Herencias (1793 a 180ej). sr
21 Sobre Uruapan. véase también Marta Terán. Oj]. (':1 ..

pp. 140-150. donde analiza los perjuicios ljue le ocasionó la
aplicación de las reformas administrativas. en particula)' d
arrendamiento a la república de indios ~. labradon's ljue
habitaban en el pueblo y sus contornos.
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pagar los tributos. Los indios antes tenían
además ranchos fuera de la administra­
ción de las cajas para que únicamente cu­
brieran los gastos de la iglesia. 14

La situación cambió radicalmente a partir
de 1796. Tierras, como por ejemplo ranchos
pertenecientes a comunidades y particulares
indígenas, entraron a un circuito mercantil di­
námico, relativamente inédito, que la Orde­
nanza dictó arrendar bajo responsabilidad del
subdelegado y la Real Hacienda. lo Ciertas con­
diciones ecológicas como la cercanía a los mer­
cados urbanos de Valladolid, Pátzcuaro, Zamora,
ya regiones como las de Ario y Tacámbaro, alen­
taban a los hacendados ªarrendar con el objeti­
vo de acaparar tierras para su patrimonio. 16

Ahora incluso estaban amparados por el poder
real, y esto no pocas veces dio lugar a pleitos le­
gales en que las comunidades indígenas termi­
naron perdiendo tiempo y control -parcial e
incluso total- de sus recursos. 17 Los contratos,
por lo regular, se establecían a siete años y los
montos anuales variaban de una a otra zona
por factores como la calidad de los terrenos, la
abundancia o escasez de agua, entre otros.18

Los arrendatarios fueron en su mayoría crio­
llos y algunos peninsulares, por lo común re­
sidentes en los lugares en que el contrato de
arriendo se finiquitaba. 19 Los arrendadores fue­
ron comunidades indígenas del centro y sur de la
jurisdicción, las zonas más ricas y feraces de la
intendencia. Destaca, como se verá, la condición
de privilegio de que gozaban a~gunos integran-

11 Marta Terán. op. cit .. pp. 118-119.
1-, Ibidem. pp. 10:2. 104. 116 Y ss.
11, Claude lVIol'in, op. cit.. p. 286.
l' Marta Terán. op. cit .. pp. 118: "Si al ver arrendarse

sus haciendas y ranchos los indios vieron pasar a otms ma·
nos propiedades completas de las que perdieron muchos
derechos marginales de uso. eonforme avanzó la organiza­
ción dd arrcndamiento se pusieron en subasta al mejor
postor otros recursos que los indios antes poco habian utili­
zado -nunca cntera ni intensivamente- como sus montes
y pastos. El colmo fue efectivamente que las vaquitas de los
pucblos, también pasaron al sistema del arrendamiento".

l' Archivo de Notarias de Morelia (en adelante. AN:Vl), li­
bros 174 a :213.

1" Ibídem: Claude Morin, op. cit.. pp. 273-283.

tes capitulares, en particular miembros del ca­
bildo civil de la capital Valladolid en los años
señalados. Algunos fueron incluso connotados
rentistas de ramos como el tabaco, pólvora, azu­
fre, tributarios y demás, por lo que sin duda no
sólo estaban vinculados con redes de comercian­
tes y hacendados de toda la jurisdicción,2o sino
gozaban de privilegios e influencia política en la
estructura del nuevo gobierno.

Como se observa en la tabla 1, las comuni­
dades de Tacámbaro, Ario, Parácuaro, Tacícua­
ro, Tangancícuaro, Santiago Tangamandapio,
Ucareo, Indaparapeo, Tarecuato y Uruapan~l

destacan dentro de la geografía de la intenden­
cia como zonas de alta (entre siete y doce) y
media (de tres a seis) concentración de arrien­
dos anuales de sus tierras y ranchos de comu­
nidad. Sin embargo, al seguir el concentrado
por subdelegación en la tabla II, el volumen de
arriendos toma una dimensión más específica.
Se observa enseguida la influencia directa e in­
directa que los particulares influyentes y pode­
rosos ejercieron dentro de la nueva estructura
de poder de la jurisdicción; un hecho que, como
se indicó, podía favorecerlos de manera decisi­
va al momento de entrar en pleito legal con
la(s) comunidad(es) con las que se firmó el res­
pectivo contrato.

Los requerimientos fiscales de la época invo­
lucraron a todos los grupos sociales del Virrei­
nato. Algunas comunidades de subdelegaciones
como Ario, Jiquilpan, Uruapan, Erongarícuaro,
Pátzcuaro, Paracho y Tacámbaro, -que desde
los primeros años de recolección de principios
de 1781 destacaron con "donativos patrióticos"
para financiar las guerras de la Corona-, fue­
ron muy activas en establecer arriendos de tie­
rras para pastoreo y producción de frutos en
estos años. Esto sugiere que la escasez de re­
cursos en sus cajas de comunidad fue, como en
la mayor parte de los casos, un factor de peso

20 ANM, Lista de Testamentos y Herencias (1793 a 1804). sr
21 Sobre Uruapan, véase también Marta Terán. op. cit ..

pp. 140-150, donde analiza los perjuicios 4ue le ocasionó la
aplicación de las reformas administrativas. en particular el
arrendamiento a la república de indios y labradores que
habitaban en el pueblo y sus contornos.
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Tabla I. Total de arriendos por comunidad (1796-1803).
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Comunidad Arriendos Comunidad Arriendos
-- -----~----

Tacámbaro 12 Aquiran 11
Ario 11 Urapicho 1
Parácuaro 5 Nurio 1
Tacícuaro 5 Aranza 1
Ucareo 4 Cocucho 1
Tangancícuaro 4 San Pedro Paracho 1
Santiago Tangamandapio 4 Pomacuaran 1
Zinapécuaro 4 San Pedro Caro 1
Indaparapeo 3 Pajacuaran \
Tarecuato 3 Jocumatlan 1
Uruapan 3 San Francisco Ixtlán 1
Cuitzeo 2 Sahuayo 1
Pátzcuaro 2 San Jerónimo Matzan 1
Chi1chota 2 Atecuaro 1
Zacapu 2 Tingambato I
Zirahuen 2 Paranguricutiro 1
Carácuaro 2 Tlazaza1ca 1
Nahuatzen 2 San Lorenzo 1
Jaripo 2 Santa María Opopeo 1
Acuitzio 2 Erongaricuaro 1
Atacheo 2 Huetamo 1
Santa Clara 2 Tarimbaro I
Churumllco 2 Susupunio 1
Cutzio 2 Tacícuaro 1
Periban 2 Zirándaro 1
Turicato 1

Carapan 1
San Marcos Apo I

Patamban I
Santa Ana Sirosto 1

Pamatácuaro 1
San Francisco Corupo 1
Huaniqueo 1 Tingüindín 1

San Salvador Paricutín 1 Atapan 1

Angagua 1 San Gabriel 1

Tanaco 1 Conguripo 1

Comachllen 1 Xicalan 1

Arantepaclla 1 Jacona 1

QlIinceo 1 Totales 71 Comunidades 129 Arriendos
_._-_._------

Fuente: ANM, libros 174 a 213.
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Los beneficiarios

Tabla 11. Arriendos por subdelegación
(1796-1803).

para caer dentro de la política borbónica del
arrendamiento. Pronto, sin embargo, los con­
flictos con particulares se expresaron por toda
la zona.

cluso antes de que la vigencia de la transacción
llegara a su término. En los litigios, las comu­
nidades se vieron obligadas a recurrir a defen­
sores civiles y religiosos, quienes llegaron a
destacar en esta actividad como procuradores.
(tabla lID.

La comunidad de Tacícuaro, por ejemplo, dio
poder en 1792 al procurador de número de la
curia, Luis Camargo, para que los representa­
se en pleitos que enfrentaban sobre sus tierras
y montes contra el hacendado y regidorvallisole­
tano Isidro Huarte. 22 Al mismo Camargo la co­
munidad de Zacapu le extendió en 1793 poder
para que los representase contra otro particu­
lar, quien alegaba no haber vencido el término
del contrato de arriendo de las tierras.23 Dos
años después, miembros de la comunidad de
Uruapan extendieron poder a Camargo para
que también los representase en litigio contra
un particular de la zona. 24

Hacia ese mismo año de 1795, la comuni­
dad de Tacámbaro otorgó poder al abogado de
la Real Audiencia, Francisco Alanís, para que
los representase en la defensa de sus tierras,
en la composición de las mismas y para la so­
licitud de los títulos correspondientes.25 Al pa­
recer, el alto índice de arriendos en los que se
involucraron los indígenas de esta comunidad
(tabla ID los puso en la circunstancia de bus­
car protección, basados en el artículo 81 de la
Ordenanza, y recurriendo a un miembro de
una instancia superior del aparato de justicia
virreinal.

Un año después, indígenas de las comunida­
des de Pamatacuaro y Sicuicho dieron el poder
para cobrar la renta de sus tierras a José Mi­
guel Robles Espino, funcionario también vincu­
lado a la Audiencia. 26 En esta misma dinámica,
en 1797 las comunidades de Santa Cruz Tana­
co y Purenchécuaro dieron poder al abogado Vi­
cente Mercado, para que los representara ante

7
7
2

12
2
4
8
2
9
7
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I
I
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3
2
2
I
2
6
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ArriendosSuhdelegación

Erongaricuaro
Zinapécuaro
Cuitzeo
Tacámbaro
Pátzcuaro
Indaparapeo
Uruapan
Santa Clara
Zamora
Jiquilpan
Paracho
Taretan
Tiripetio
Huetamo
Tlazazalca
Carácuaro
Cocupao
Zitácuaro
Cuitzeo
Apatzingán
Ario
Total:

Nota: un total de 31 arriendos del periodo no fue ubica­
do en los registros de subdelegaciones con que conta­
mos, pero sí está registrado en comunidades indígenas.
Para entonces las subdelegaciones eran treinta, por lo
que las veintiún subdelegaciones referidas en este cua­
dro corresponden a datos confiables sobre los arrien­
dos de tierras indígenas.

Fuente: A:'JM, libros 174-213, e Iván Franco, op. cit.,
pp. 166-167.

Aun cuando los contratos de arriendo se ha­
cían bajo escrituración legal, y por tiempo y
monto de renta definidos, los abusos de los
particulares que arrendaban terrenos comu­
nales proliferaron por toda la jurisdicción, in-

22 ANM, libro 183, 12 de noviembre de 1792, fs. 642-
653.

2:j ANM, libro 184, 31 de julio de 1792. f. 352v.
24 ANM, libro 189.21 de abril de 179:3. f. 305.
25 ANM, libro 188, 2 de junio de 179:3. f. 223.
26 ANM, libro 191, 16 de agosto de 1796. f. 320.
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Tabla III. Comunidades con conflictos de tierras, 1792·1800.

Procllrador

Vicente Mercado

José Nazario Robles

Luis Camargo

Pedro Rosel
.losé M. Rojas E.

José M. de la Mora
Joaquin Palacios

Antonio Femández

Francisco Alanis

Fuente: A~j"l, libros 174-213.

Conflicto con

Isidro Huarte

Isidro Huarte

Corregidor Francisco
Cortés de la Huerta
Por Composición

Comunidad

Santa CIUZ Tanaco
Purenchécuaro
San Pedro
Urapicho
Pichátaro
Tiríndaro
Santa Fe
Taximaroa
Ecuandureo
Cautepec
Tacícllaro
Zacapll
Uruapan
Indaparapeo
Pantatacuaro
Sicuicho
Uruapan
Caenea
Puruándiro

Charo
Tacámbaro

Año

1797
1797
1798
1799
1800
1798
1799
1799
1800
1800
1792
1793

1797
1796
1796
1799
1799
1799

1799
1795
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cualquier circunstancia asociada con la renta
de sus tierras a diversos particulares de la ju­
risdicción,27 Igual procedieron los habitantes de
la comunidad de Indaparapeo al conceder po­
der al vecino de Tarímbaro, Pedro Rosel, para
que los representara y cobrara a su nombre el
producto de sus rentas. 28

Los conflictos por arriendo de tierras los vi­
vieron también al final de esta década las comu­
nidades con otros sectores se la sociedad, no sólo
con particulares poderosos como Isidro Huarte,
Algunos sectores de la Iglesia se involucraron
en conflictos de tierras con las comunidades
indígenas en estos años de cambio institucio­
nal y profundo asedio fiscal al propio corpora-

"7 ANM, libro 193, 22 de septiembre y 9 de octubre de
1797, fs. 279 y 317.

l.- ANM, libro 194, 9 de noviembre de 1797, f. 794.

tivo religioso. El pragmatismo mercantilista
parece haberse adueñado de las relaciones so­
ciales en la jurisdicción. En 1798, el Convento
de San Agustín dio poder a fray Serapio Perea,
de la comunidad agustina de México, para que
arreglara el pleito con los comuneros de la
Asunción sobre posesión del rancho llamado
Ichaqueo.29

Ese mismo año, el gobernador del pueblo de
San Pedro de Valladolid, Joaquín Hernández,
dio poder al abogado Vicente Mercado para so­
lucionar un problema de agua que tenían con
diversos particulares de la zona. 3D El problema
los estaba afectando al grado de temer perder

29 ANM. libro 197. 21de marzo de 1798, f. 197v.
:10 ANM, libro 197.19 de abril de 1798, f. 249v.



parte de sus tierras por el poco uso que hacían
de ellas.

Este año de 1798 se caracteriza por la enor­
me demanda de rentas de tierras para pasto­
reo que poderosos particulares levantaron en
contra de comunidades de la jurisdicción. El
hacendado y regidor vallisoletano Isidro Huar­
te -quien seis años atrás había enfrentado
problemas con la comunidad de Tacícuaro­
rentó por siete años, y por doscientos pesos
anuales, las tierras pastales de Uruapan.31 La
comunidad de Tiríndaro también procedió a
rentar a un particular, cuyo nombre no se re­
gistró, tierras de pastoreo en condiciones simi­
lares a las que pactó Huarte con la comunidad
de Uruapan; su representante fue José Naza- .
rio Robles. 32

No obstante, por encima de Huarte destaca­
ron las condiciones de la renta de tierras pas­
tales que firmó el conde de la Cortina, por cinco
años yen 336 pesos anuales, a siete comunida­
des de la meseta tarasca, entre ellas Capacua­
ro, Nahuatzen, Turicuato, Tanaco, Quinceo y
Comacfluén.33 Un contrato similar con otras
siete comunidades, pero por 126 pesos anuales,
signó el hacendado Francisco Antonio de Villa­
verde.34 Un año después, en 1799, la comunidad
de Uruapan volvió a rentar sus tierras, pero en
esta ocasión su representante fue José María
de la Mora,35 y este mismo año los indígenas de
Santa Fe del Río, en Angamacutiro, dieron po­
der a José Nazario Robles para que cobrara el
producto de las rentas de sus tierras. 36

Otros arriendos hacia 1799 son de las comu­
nidades de Coeneo (Joaquín Palacios)37 y Taxi­
maroa (José Nazario Robles).38 Pero sobresale
el conflicto que los indígenas de Santa María
Urapicho enfrentaron con particulares a quie­
nes rentaron unos años antes, por lo que otor-

\1 AN:V!. libro 195, 7 de agosto de 1798. f. 225.
'" AN:V!. libro 196. 26 de septiembre de 1798. f. 290v.
"AN,VI, libro 195. 29 de octubre de 1798. f. 242.
JI lbl:dem. 30 de octubre de 1798, f. 243v.
,o, ANM. libro 201. 18 de abril de 1799, f. 166v.
l/; lbidem. 17 de mayo de 1799. f. 193v.
"lbidem. 13 de agosto de 1799, f. 307.
.11' lbidem, 2 de septiembre de 1799, f. 358v.
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garon poder a Vicente Mercado para que los
represente ante el rey, el Consejo de Indias y
ante las Cajas reales. 39 También en este mismo
año, y a raíz de una fuerte disputa con el corre­
gidor Francisco Cortes de la Huerta, la comuni­
dad de Charo otorgó poder a Antonio Fernández
para arreglar sus diferencias por la renta de
sus tierras.4o

Las comunidades de Puruándir041 y Picháta­
r042 arrendaron en 1799 y 1800, mientras que
Ecuandureo y Cautepec43 en 1800; fueron sus
representantes Joaquín Palacios, Vicente Mer­
cado y José Nazario Robles, respectivamente.

Capitulares vallisoletanos y arriendos
particulares

Entre 1792 y 1800 seis personas vinculadas
con el ayuntamiento de Valladolid de Michoa­
cán arrendaron tierras propiedad de los frai­
les agustinos, así como de diversos particulares.
La ciudad de Valladolid también entró en el
circuito de rentas de sus tierras, y entre los
contratos destacan personas como José San­
tiago de la Plata en su calidad de regidor per­
petuo y el alcalde ordinario José María de
Castro; los regidores Gabriel García de Obeso,
Isidro Huarte y José de Pagola, y el alférez
real capitán José Bernardo de Foncerrada.
Otro regidor, José Joaquín de Iturbide,. arren­
dó terrenos de su propiedad en Ario, y el activo
Isidro Huarte subarrendó parte de los terre­
nos que había arrendado en 1795 a Francisco
Ortiz.

La calidad y monto de estos arrendamientos
fueron desde luego superiores a los contratos de
las tierras comunales. Por ejemplo, en junio
de 1792 José Santiago de la Plata dio poder al
bachiller juez eclesiástico Eduardo Espinoza
de los Monteros para que otorgara la escritura

:l~ lbidem, 31 de octubre de 1799. f. 444v.
JO lbidem, 29 de noviembre de 1799. f. 464.
H ANM, libro 199. 4 de diciembre de 1799. f. 746.
•" ANM libro 201. 14 de febrero de 1800. f. 540.
." ANM, libro 201. 15 de julio de 1800. fs. 755v y 789.
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de arriendo de la hacienda de los agustinos del
valle de Santiago.44 Otro regidor del ayunta­
miento, José Pagola, le dio poder a Vicente
García de León para que otorgara fianza a fa­
vor del regidor José Santiago de la Plata por el
arriendo de la misma hacienda de los agusti­
nos. 45 Ese mismo año, José María Caballero y
Salvador Buenrostro otorgaron a favor de los
fondos de la ciudad de Valladolid 476 pesos por
tres ranchos que les arrendaron. 46 Una canti­
dad menor, de 236 pesos, entregó Andrés Aya­
la al ayuntamiento por la renta de un rancho
propiedad de la ciudad de ValladolidY

En 1794 los acreedores de las haciendas
Chuen y Apambo de Ario dieron poder al regi­
dor José Joaquín de Iturbide, por cinco años y
renta anual de 700 pesos. 48 Este mismo año el
alcalde ordinario, José María de Castro, dio po­
der a Benito López por la renta a seis años y
por 30 pesos anuales de las anexas de la ha­
cienda El Rincón.49 Dos meses después el regi­
dor Ga.briel García de Obeso y Ángel Vélez
dieron poder a Ignacio de Soto y Saldaña por la
fianza para asegurar el arrendamiento del ran­
cho Los Pastores en Yuririapúndaro, propie­
dad de religiosos agustinos.50

Para noviembre de 1795 Ignacio de Soto y
Saldaña, intermediario en la anterior transac­
ción, apareció como arrendatario de la hacien­
da La Palma, en San Felipe. Esta propiedad
formaba parte del mayorazgo de Juan Manuel
Velásquez de la Cadena, de la ciudad de Méxi­
co, cediendo poder a Francisco Alonso de Terán
para los cobros pertinentes.51

Hacia 1795 el regidor Isidro Huarte apare­
ció como arrendatario de la hacienda Sindurio,
primero con un contrato por cinco años y renta
anual de 450 pesos, y poco después por siete
años y una renta anual de 140 pesos. En ambos

•• ANM. libro 183.9 de junio de 1792, f. 337.
•, Ibidem. 28 de junio de 1792, f. 401.
.Ii Ibidem, 3 de julio de 1792, f. 424.
" Ibidem. f. 428.
'" ANM. libro 187. 11 de febrero de 1794, f. 103.
19 Ibidem. 26 de mayo de 1794, f. 300v.
'" Ibidem. 8 de julio de 1794, f. 482.
'1 Ibidem. 20 de noviembre de 1794, f. 787v.
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casos cedió poder a Francisco Ortiz para que
otorgara las respectivas fianzas a los propieta­
rios de la hacienda.52 No sabemos por qué varió
en tan breve lapso la condición del arriendo,
pero es probable que hubiese llegado a algún
nuevo acuerdo con los dueños de la propiedad.

Un año después, en 1796, Simón Martínez
dio fianzas por el arriendo del rancho El Nuevo
Descubrimiento, perteneciente a los Propios y
Rentas de la ciudad de Valladolid, por cinco
años y 25 pesos anuales. 53 En 1797 el regidor
José Pagola cedió poder a José María Molina
por el arriendo de la hacienda Quiringuaro de
Pátzcuaro, por siete años y 1650 pesos anua­
les. 54 Y este mismo año el capitán alférez real
del ayuntamiento de Valladolid, José Bernar­
do de Foncerrada, dio poder a Francisco Xavier
Navarro, vecino de Tarímbaro, por el arriendo
de la hacienda Los Remedios en Indaparapeo,
por nueve años y 500 pesos anuales. 55

Finalmente, en 1799 el regidor Isidro Huar­
te recibió sendos poderes de José Manuel Mota,
y de José Miguel y Juan Antonio Ortiz, por el
arriendo de la hacienda Sindurio por 450 pesos
anuales. 56 En ninguno de los dos contratos se
registró el tiempo por el que se pondría a renta
la hacienda.

Comentario final

El arriendo de tierras de comunidades fue un
factor económico importante en la intendencia
de Valladolid de Michoacán. Fue un fenómeno
que se inició al mediar la década de 1740 y
que, pese al breve lapso de incertidumbre de
1786-1795, la misma legislación borbónica
alentaba practicar. La renta de tierras permi­
tió dinamizar la decaída economía a raíz de
que los repartimientos y el comercio sufrieron
con su suspensión un duro golpe.

52 ANM, libro 188, 13 de abril de 1795. f. 160 Y 12 de
mayo de 1795, f. 207.
.,3 ANM, libro 195, 5 de diciembre de 1796. f. 97.
5. Ibidem, 14 de marzo de 1797. snf.
5; ANM, libro 194. 4 de agosto de 1797, f. 125v.
"" ANM. libro 199, 3 de agosto de 1799, fs. 491 y 488.
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La actividad del arriendo proliferó entonces
en Michoacán, ante las presiones fiscales y la
demanda de productos agrícolas, en el último
cuarto del siglo XVIII. Estaba precedida de
un controto legal por tiempo determinado, y
bajo determinadas circunstancias podía ge­
nerar problemas legales entre los contratan­
tes, sobre todo cuando el valor de la propiedad
aumentaba después de las mejoras hechas por
los arrendatarios. No pocas veces los contra­
tos terminaron en conflictos jurídicos que im­
plicaban el despojo de las tierras de comunidad
en beneficio de particulares poderosos, o en
conflictos personales entre particulares involu­
crados. Al final del siglo XVIII los contratos pre­
veían el reembolso de los gastos hechos en la
mejora de los edificios, pero después se conce­
dió a los propietarios el libre disfrute de esas
inversiones.57

Los hacendados y particulares que estable­
cieron contratos de arriendos comunales tam­
bién se inmiscuyeron en rentas de tierras
propias a comunidades, así como con otros par­
ticulares;58 algunos de ellos lo hicieron sacando
provecho de su condición de funcionarios de los
ayuntamientos locales. A fin de cuentas, el
arrendamiento fue una de las vías para la pe­
netración capitalista temprana del campo en el
Virreinato, y los grandes arrendatarios fueron

-
,~ Real Ordenanza para el Establecimiento ... , p. 281.
"Ibidcm. pp. 280-283.

los "mejores agentes de los grandes propieta­
rios" del último tramo del siglo XVIII. 59 Se infie­
re que quienes salieron beneficiados de la
nueva política rentista fueron particulares po­
derosos en el ámbito económico y político. En
su condición de dueños de recursos, así como
en su posición política en tanto capitulares y
regidores de ayuntamientos de peso, ellos en­
contraron la llave para acceder y ajustar una y
otra vez contratos de arriendos que los benefi­
ciaban de cualquier forma.

Quienes no salieronbeneficiadas de la apertu­
ra al mercado de sus tierras fueron las propias
comunidades indígenas. En diversas ocasiones
tuvieron que recurrir a procuradores para que
los defendieran de los abusos cometidos por
particulares, quienes, protegidos en la política
oficial, probablemente extendían el uso y dis­
frute de la propiedad sin remunerar de acuer­
do con el contrato firmado con las comunidades.
Es también probable que, en algunos casos, los
particulares terminaran luchando por quedar­
se con el título de la propiedad. En síntesis, las
presiones fiscales que la Corona española hizo
recaer en todos los súbditos de la Nueva Espa­
ña fue al parecer una condición central para
que el pragmatismo despótico y de cepa proto­
liberal marcara las relaciones sociales en la
nueva jurisdicción borbónica.

•
.'9Ibidem, p. 280.
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